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HONORABLES MAGISTRADOS 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA 

SALA PENAL - TUTELAS 

E.S.D. 

 

REF.  ACCIÓN DE TUTELA  

  ACCIONANTE: DAVID ESPINOSA ACUÑA 

ACCIONADO: FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA 

UNIDAD CONTRA LA FE PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN 

ECONÓMICO SOCIAL Y OTROS 

  

DAVID ESPINOSA ACUÑA, identificado como aparece al pie de mi firma, 

APODERADO de la señora SORAYA CORZO PINTO1, comparezco ante su Despacho 

por medio del presente instrumento, en ejercicio de la acción constitucional 

contemplada en el artículo 86 Superior, reglamentado mediante el Decreto 2591 de 

1991, para, respetuosamente, instaurar ACCIÓN DE TUTELA en contra de la 

FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA UNIDAD CONTRA LA FE 

PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y OTROS, por la 

vulneración a los derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a la 

administración de justicia contenidos en los artículos 23, 29 y 229 de la Constitución 

Política. 

 

Lo anterior, fundamentado en lo siguiente: 

 

I. FUNDAMENTOS FÁCTICOS DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

1. En primera medida, y con miras de brindar mayor claridad en la presente acción 

de tutela, es menester resaltar que en la FISCALÍA 45 SECCIONAL DE 

BARRANQUILLA DE LA UNIDAD CONTRA LA FE PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, 

ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y OTROS se encuentra activa una indagación 

preliminar identificada con numero de radicado 080016001257-2015-00726 

donde la señora SORAYA CORZO PINTO funge como indiciada.  

 

2. En síntesis, la indagación preliminar referida tiene origen en la denunciada 

presentada por el hijastro de mi representada donde alega que la señora SORAYA 

CORZO falsificó un contrato privado que posteriormente utilizó en un proceso 

judicial. Hechos que, como se expondrá en los siguientes numerales, son 

completamente falsos.    

 

3. Así mismo, es de vital importancia señalar que, la indagación preliminar 

referenciada lleva activa casi 10 años, incumpliendo de esta forma la garantía a 

 
1 ANEXO 1 – Poder especial.  
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ser juzgada dentro de un plazo razonable y lo establecido en el artículo 175 del 

Código de Procedimiento Penal que en su parágrafo primero establece: 

 

“PARÁGRAFO 1o. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos 
años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para 
formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la 
indagación. Este término máximo será de tres años cuando se 
presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los 
imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean 
de competencia de los jueces penales del circuito especializado el 
término máximo será de cinco años.” (Énfasis suplido) 

 

4. Debido a esta situación, esta defensa (en la cual han actuado diferentes 

apoderados) ha presentado en múltiples ocasiones derechos de petición, con los 

respectivos soportes probatorios, dirigidos a dicha delegada con la finalidad de 

prestar la colaboración requerida por el despacho y, a su vez, que la misma 

proceda a ARCHIVAR la indagación preliminar referenciada2. 

 

5. Lo anterior, toda vez que:  

 

(i) Los hechos investigados son OBJETIVAMENTE ATÍPICOS, ya que, es un marco 

fáctico donde se endilga a mi representada haber falsificado un contrato que 

posteriormente fue utilizado en un proceso ejecutivo. Sin embargo, mi 

poderdante nunca falsifico dicho documento, toda vez que contaba con la 

facultad legal para suscribirlo y, además, no fue mi representada la que inició 

el proceso ejecutivo, que, en todo caso, si se podía iniciar.  

 

(ii) Los hechos denunciados ocurrieron en 2015, es decir, hace casi 10 años y 

hasta el momento la señora SORAYA CORZO PINTO se encuentra subjudice, 

vulnerado de ésta forma su derecho a ser juzgado en un tiempo razonable.  

 

6. Así mismo, es de vital importancia resaltar que, mi representada ha acudido a 

todos los llamados del ente acusador, tanto así que, el 18 de junio de 2019, mi 

representada compareció al despacho a diligencia de interrogatorio donde 

expuso de forma clara lo acontecido y donde, evidentemente, quedo demostrado 

que no había incurrido en ningún delito. 

 

7. Debido a lo expuesto, el suscrito presentó un nuevo derecho de petición el 14 de 

marzo de 20233 solicitando el archivo de las diligencias. 

 

 
2 ANEXO 2 – Derechos de petición solicitando el archivo  
3 ANEXO 3 – Derecho de Petición presentado el 14 de marzo de 2023 
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8. Pese a lo anterior, hasta el momento en que se acude a la presente acción 

constitucional, no se ha recibido respuesta alguna por parte del Despacho, por lo 

cual, se está vulnerando el derecho fundamental de petición de mi defendido.  

 

9. De igual forma, después de casi 10 años de indagación preliminar, la delegada 

fiscal no ha tomado la decisión de fondo que en derecho corresponde.  

 

Con lo anterior, evidentemente, no solo se está entorpeciendo y vulnerando la 

materialización del derecho fundamental de petición, sino que, además, la delegada 

fiscal se encuentra atentando contra los derechos al debido proceso y acceso a la 

administración de justicia de la señora SORAYA CORZO PINTO, toda vez que han 

transcurrido casi 10 años sin que el ente acusador tome la decisión de fondo que en 

derecho corresponda, la cual, a consideración del suscrito, no debería ser otra que 

archivar el proceso referido conforme a lo establecido en el artículo 79 del Código de 

Procedimiento Penal.  

 

II. DE LA INMEDIATEZ Y LA SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

En primera medida, y respecto del requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, 

la Honorable Corte Constitucional en sentencia de unificación SU-394 de 2016 

estableció que, en los eventos de mora judicial, el requisito se satisface con la 

conducta procesal activa desarrollada por el interesado. 

 

“En estos eventos, el análisis de procedencia de la acción de tutela 
debe tener en cuenta que materialmente el interesado se 
encuentra en una situación de indefensión, puesto que a diferencia 
de lo que ocurre en el escenario del amparo contra una 
providencia judicial, en el que existe una determinación que puede 
cuestionarse, mediante el uso de recursos ordinarios o 
extraordinarios; en el caso de las omisiones no existe 
pronunciamiento, por esta razón es precisamente, ante la 
ausencia de otro medio de defensa judicial eficaz que la acción de 
tutela es la llamada a lograr que se produzcan las decisiones tanto 
de trámite como interlocutorias que permitan avanzar en la 
resolución del asunto de fondo, que finalmente habrá de ser 
decidido en la sentencia. 
 
En este sentido, para acreditar el cumplimiento del requisito de 
subsidiariedad en el contexto de omisiones judiciales basta con 
que se pruebe que interesado ha desplegado una conducta 
procesal activa y que la parálisis o la dilación no es atribuible a su 
conducta.” (Énfasis suplido) 
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De conformidad con lo expuesto hasta el momento, es evidente que, esta 

representación ha sido insistente en que la Fiscalía General de la Nación proceda a 

tomar la decisión de fondo que en derecho corresponda respecto de la indagación 

preliminar referida, pues para el suscrito es claro que el ente acusador cuenta con 

los elementos materiales probatorios suficientes para tomar una decisión, la cual no 

debería ser otra que proceder con el respectivo archivo.  

 

En segunda medida, respecto al requisitos de inmediatez que debe cumplir la acción 

de tutela para que sea procedente, el juez constitucional ha sido enfático en 

establecer que la acción de tutela no tiene un término específico establecido en la 

ley para que la misma proceda o no. Por el contrario, se deberá examinar cada caso 

en concreto para determinar si la acción fue presentada en un término razonable, 

respecto de la ocurrencia de la vulneración o amenaza, para establecer si 

efectivamente se cumplió con este requisito de procedibilidad.   

 

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

• LA POSICIÓN DE LA HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL  

 

El derecho fundamental al debido proceso y al acceso a la administración de justicia 

son prerrogativas fundamentales constitucionales que han sido desarrolladas a lo 

largo de la jurisprudencia nacional. Sobre este punto es importante resaltar que, 

dichos derechos fundamentales son inherentes al estado social de derecho, pues 

solo mediante estos se hacen efectivos y se materializan los demás derechos y 

garantías.  

 

Ahora bien, la Honorable Corte Constitucional, mediante sentencia de unificación 

SU-394 de 2016, estableció que el derecho fundamental de acceso a la 

administración de justicia no se circunscribe únicamente en la posibilidad de acudir 

frente a las autoridades competentes, sino que, además, la situación puesta en 

conocimiento de la judicatura se debe resolver dentro del término legalmente 

establecido, el cual, en todo caso, debe ser razonable.  

 

“Así lo entendió el Legislador al expedir la Ley 270 de 1996– 
Estatutaria de la Administración de Justicia –donde se señalaron 
una serie de principios que rigen la administración de justicia, entre 
ellos la celeridad (art. 4) la eficiencia (art. 7) y el respeto de los 
derechos de quienes intervienen en el proceso (art. 9). 
 
Para la Sala, como lo ha expresado esta Corporación, “quien 
presenta una demanda, interpone un recurso, formula una 
impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los 
términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene 
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derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los 
términos legales dispuestos para ello”. Por lo anterior, no dictar 
las providencias en los términos de ley vulnera, prima facie, los 
derechos al debido proceso y de acceso material a la 
administración de justicia. 
 
El contenido de este derecho se ha identificado en los siguientes 
términos 
 
"el acceso a la administración de justicia implica, entonces, la 
posibilidad de que cualquier persona solicite a los jueces 
competentes la protección o el restablecimiento de los derechos que 
consagran la Constitución y la ley. Sin embargo, la función en 
comento no se entiende concluida con la simple solicitud o el 
planteamiento de las pretensiones procesales ante las 
respectivas instancias judiciales; por el contrario, el acceso a la 
administración de justicia debe ser efectivo, lo cual se logra 
cuando, dentro de determinadas circunstancias y con arreglo a la 
ley, el juez garantiza una igualdad a las partes, analiza las 
pruebas, llega a un libre convencimiento, aplica la Constitución y 
la ley y, si es el caso, proclama la vigencia y la realización de los 
derechos amenazados o vulnerados. Es dentro de este marco que 
la Corte Constitucional no ha vacilado en calificar al derecho a que 
hace alusión la norma que se revisa -que está contenido en los 
artículos 29 y 229 de la Carta Política- como uno de los derechos 
fundamentales, susceptible de protección jurídica inmediata a 
través de mecanismos como la acción de tutela prevista en el 
artículo 86 superior.” 
 
 De igual manera, se ha señalado que este derecho “no puede 
interpretarse como algo desligado del tiempo en que deben ser 
adoptadas las decisiones judiciales durante las diferentes etapas 
del proceso por parte de los funcionarios, sino que ha de ser 
comprendido en el sentido de que se garantice dentro de los 
plazos fijados en la ley”, por cuanto lo contrario “implicaría que 
cada uno de los magistrados, jueces y fiscales podrían, a su leal 
saber y entender, proferir en cualquier tiempo las providencias 
judiciales, lo cual desconoce lo ordenado en el artículo 123 de la 
Carta Política en cuanto dispone que los servidores públicos, y 
dentro de esta categoría los funcionarios judiciales, deben ejercer 
sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley o el 
reglamento”” (Énfasis suplido) 
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De conformidad con lo anterior, es importante preguntarse: (i) ¿Cómo se determina 

el plazo razonable? Y (ii) ¿Cuándo se vulnera el plazo razonable? 

 

En primera medida, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a partir de los 

artículos 7 y 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, ha establecido 

cuatro criterios para establecer cuál es el término razonable de una actuación 

judicial, de ante mano es importante exponer que dicho análisis o resultado cambiará 

dependiendo de las circunstancias de cada proceso. En primer lugar, se debe 

analizar la complejidad del asunto. En segundo lugar, la actividad procesal 

desarrollada por el interesado, particularmente, si hubo o no actuaciones que 

contribuyeran a tomar la decisión. En tercer lugar, la conducta de la autoridad 

judicial y su interés en el proceso y, en cuarto lugar, la afectación generada con la 

omisión. 

 

Los criterios esbozados han sido acogidos por la Honorable Corte Constitucional en 

las sentencias de unificación SU-394 de 2016 y SU-179 de 2021, estableciendo esta 

última que:   

 

“En armonía con la garantía constitucional del debido proceso sin 
dilaciones injustificadas, la jurisprudencia de esta Corte ha 
integrado el concepto del “plazo razonable” desarrollado por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la 
Corte IDH”), a partir de lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante, “la 
Convención” o CADH). En particular, ha resaltado la importancia 
del test empleado por la Corte IDH para evaluar si una autoridad 
judicial vulneró las garantías judiciales de la persona, al omitir 
resolver un proceso judicial puesto en su conocimiento, “dentro 
de un plazo razonable”. Este comprende los siguientes niveles de 
análisis: “(i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal 
del interesado, (iii) la conducta de las autoridades judiciales y 
(iv) la afectación generada en la situación jurídica de la persona 
involucrada en el proceso”. (Énfasis suplido) 

 

En segunda medida, y con la finalidad de responder a la otra pregunta planteada, es 

menester del suscrito resaltar la sentencia T-355 de 2021, en la cual, la Honorable 

Corte Constitucional estudió una situación similar a la que aquí nos ocupa y en la 

cual aplicó los fundamentos esgrimidos por esta corporación en la sentencia de 

unificación SU-394 de 2016.  

 

El problema jurídico estudiado por la Corte consistió en determinar si la Fiscalía 8 

Especializada (Unidad Fe Pública y Orden Económico) de Bogotá vulneró los 

derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la administración de justicia 
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de la empresa Bodytech S.A. Lo anterior debido a la dilación para correr traslado del 

escrito de acusación o para adoptar una decisión definitiva en el proceso.  

 

A partir de este precepto, la Honorable Corte Constitucional estableció que se 

vulnera el plazo razonable para adoptar una decisión judicial cuando se incurre en 

dilaciones injustificadas, es decir, cuando el funcionario está inmerso en mora 

judicial.  

 

“La garantía del derecho de acceso a la administración de justicia 
incluye el deber de dar una solución pronta a los asuntos 
adelantados ante los funcionarios judiciales. Para la Corte, esta 
“también se extiende a la salvaguarda de obtener decisiones de 
fondo en las controversias, las cuales deben ser adoptadas en un 
término razonable de tal forma que la respuesta judicial sea 
oportuna”. En consecuencia, están prohibidas las dilaciones 
injustificadas en la administración de justicia. 
  
La Corte Constitucional definió la mora judicial como “un 
fenómeno multicausal, muchas veces estructural, que impide el 
disfrute efectivo del derecho de acceso a la administración de 
justicia”. Asimismo, este tribunal determinó que la mora 
judicial “se presenta como resultado de acumulaciones 
procesales estructurales que superan la capacidad humana de los 
funcionarios a cuyo cargo se encuentra la solución de los 
procesos”. La Corte Constitucional ha reconocido la realidad del 
país en materia de congestión del sistema judicial y el exceso de las 
cargas laborales. Esta corporación ha decantado que, en la mayoría 
de los casos, el represamiento de procesos “no permite a los 
funcionarios cumplir con los plazos legalmente establecidos”. 
  
No obstante, la jurisprudencia constitucional ha fijado las 
circunstancias en las cuales se configura la mora judicial 
injustificada. En primer lugar, cuando se presente un 
incumplimiento de los términos señalados en la ley para 
adelantar alguna actuación judicial. En segundo término, cuando 
no exista un motivo razonable que justifique dicha demora (i.e. 
congestión judicial o el volumen de trabajo). Por último, cuando la 
tardanza sea imputable a la omisión en el cumplimiento de las 
funciones por parte de una autoridad judicial.” (Énfasis suplido) 

 

Tenemos entonces que, para que exista mora judicial injustificada y, por ende, se 

vulneren los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, 

es necesario que se cumplan tres criterios, a saber, (i) que el funcionario judicial no 
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adopte una decisión de fondo en el término establecido en la ley; (ii) que no exista un 

motivo razonable que explique la tardanza y; (iii) que el retardo sea imputable a la 

negligencia u omisión del funcionario en el cumplimiento de sus funciones.  

 

Ahora bien, respecto al segundo criterio, la jurisprudencia nacional ha sido enfática 

en establecer que el exceso de trabajo o la acumulación de procesos no es un excusa 

valida ni razonable que justifique la mora. Así, en sentencia de unificación SU-394 de 

2016 la Honorable Corte Constitucional estableció:  

 

“En todo caso, debe reiterarse que a los funcionarios no les basta 
con aducir exceso de trabajo o una significativa acumulación de 
procesos para justificar el incumplimiento de los términos 
judiciales, dado que no puede hacerse recaer sobre la persona que 
acude a la jurisdicción la ineficiencia o ineficacia del Estado, 
desconociendo sus derechos fundamentales. Como se afirmó en 
la Sentencia T-1068 de 2004 “no puede aducirse por parte de un juez 
de la República que se cumplen las funciones a él encargadas para 
un negocio y se desatienden en otro”. (Énfasis suplido) 

 

Así mismo, esta corporación en la sentencia ya aducida T-355 de 2021 estableció: 

 

“Se debe advertir que, cuando se pueda explicar razonablemente 
una demora en resolver un asunto judicial, lo anterior no se puede 
convertir en una suerte de excusa per se, a la mano, pues, es 
obligatorio ahondar en las razones de la dilación y proceder de 
manera pronta a su superación. Dicho de otro modo, no se puede 
asegurar sin más, como ocurre en Colombia, que la escasez de 
funcionarios o de recursos, hacen que las causas penales no se 
puedan resolver en tiempo.” (Énfasis suplido) 

 

Por su parte, respecto del tercer criterio de la mora judicial, en la providencia SU-

394 de 2016 el máximo órgano constitucional expresó que en aquellos casos donde 

la autoridad judicial no pueda tomar la decisión en el término legalmente previsto 

deberá informar a las partes los motivos y las medidas adoptadas para mitigar la 

situación. 

 

“Sobre este último elemento para estructurar la mora judicial 
injustificada, debe recordarse que desde la Sentencia T-030 de 
2005 la Corte señaló que ante la imposibilidad de dictar las 
providencias a su cargo en los plazos previstos por el Legislador, 
el magistrado, juez o fiscal debe informar a quien interviene en el 
proceso sobre las medidas utilizadas y de las gestiones realizadas 
para evitar la congestión del despacho judicial, así como de las 
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causas que no permitieron dictar una decisión oportuna. Lo 
anterior, por cuanto los interesados en la actuación procesal “tienen 
derecho a conocer con precisión y claridad las circunstancias por las 
que atraviesa el despacho judicial y que impiden una resolución 
pronta de los procesos.” (Énfasis suplido) 

 
En síntesis, y como lo establece la sentencia de unificación SU-394 (citada a lo largo 

de este acápite) para establecer si hay o no vulneración de los derechos 

fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia se debe: 

(i) determinar el plazo razonable de la respectiva actuación judicial que dependerá 

de las circunstancias particulares de cada caso y (ii) una vez establecido dicho límite 

verificar si hubo o no mora judicial injustificada. 

 

“Por consiguiente, en cada caso, con base en las pautas señaladas, 
deberá determinase si el plazo razonable se ha infringido 
debiéndose realizar un análisis global del procedimiento, que va 
más allá de evaluar los términos o los plazos, para ahondar en las 
características mismas del proceso, en cada caso particular. Así, 
es posible que el derecho a un debido proceso en un plazo 
razonable se lesione a causa del incumplimiento de los términos 
procesales. En estos eventos, la acción de tutela es procedente 
cuando “(i) el funcionario haya incurrido en mora judicial 
injustificada y que (ii) se esté ante la posibilidad de que se 
materialice un daño que genere un perjuicio que no pueda ser 
subsanado”.” (Énfasis suplido) 

 

Finalmente, según la jurisprudencia nacional, en estos eventos el juez de tutela 

podrá tomar una de las siguientes decisiones:  

 

A. Ordenar al funcionario a cargo de la actuación procesal que resuelva el asunto 

en el término perentorio que aquél le fije. 

 

B. Ordenar al funcionario a cargo de la actuación procesal que observe con 

diligencia los términos legales, dándole prioridad a la resolución del asunto. 

 

C. Ordenar al funcionario a cargo de la actuación procesal, de forma excepcional, 

que altere el turno para proferir el fallo. 

 

• LA POSICIÓN DEL HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ  

 

Por su parte, en un caso de tutela de similar connotación donde un ciudadano se 

encontraba subjudice durante más de 10 años, el tribunal homologo consideró: 
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“En este orden, el debido proceso y el acceso a la administración de 
justicia tienen como propósito específico “la defensa y preservación 
del valor material de la justicia, a través del logro de los fines 
esenciales del Estado, como la preservación de la convivencia social 
y la protección de todas las personas residentes en Colombia en su 
vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas 
(preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P)”.  
 
3. El caso concreto. Alan Perlman Katz considera vulnerados sus 
derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la 
administración de justicia porque la Fiscalía 169 Seccional no ha 
resuelto de fondo su solicitud de archivo. 
 
(…) 
 
5. Ante este panorama, el tribunal advierte que la Fiscalía 169 
Seccional está vulnerando los derechos fundamentales al debido 
proceso y al acceso a la administración de justicia del 
demandante, pues a pesar de que la denuncia se interpuso hace 
casi diez años no se ha tomado ninguna decisión dentro del caso. 
 
6. De acuerdo con la Ley 906 de 2004, el ente acusador deberá 
archivar las indagaciones cuando: tenga conocimiento de un hecho 
respecto del cual constate que no existen motivos o circunstancias 
que permitan su caracterización como delito5; el querellante, antes 
de la audiencia de juicio oral, desista libremente de la querella6; o 
exista acuerdo conciliatorio entre las partes en los delitos 
querellables7. Así, las cosas la solitud de archivo se ciñe a las reglas 
propias del proceso penal y no a las normas que regulan el derecho 
de petición del CPACA; el funcionario deberá decidir los asuntos en 
un término razonable.  
 
7. En este orden, el tribunal encuentra que no es razonable que una 
indagación iniciada en el 2013 no haya sido resuelta. Es cierto que 
el asunto ha sido conocido por varias fiscalías delegadas, que la 
carga laboral del despacho demandado es alta y que la temática del 
asunto comporta cierta complejidad, además de que la denuncia se 
dirigió contra un grupo significativo de personas y todo ello ha 
influido en la mora. Sin embargo, desde hace casi siete años se 
sobrepasó el término de tres años previsto en el artículo 175 del 
CPP y el accionante no tiene el deber legal de soportar dichas 
cargas administrativas, menos por un lapso tan prolongado. 
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8. Las circunstancias descritas, han afectado negativamente la 
garantía del actor de que su situación la resuelva un funcionario 
competente en un término razonable y, con ello, lo han mantenido 
en una condición de inseguridad jurídica por un tiempo bastante 
considerable.  
 
En consecuencia, el tribunal ordenará a la fiscalía accionada que, si 
aún no lo ha hecho, en el término de 3 meses, contados a partir de 
la notificación de esta providencia, tome una decisión de fondo, bien 
sea formulando imputación, disponiendo el archivo de la actuación 
o solicitando la preclusión de la investigación de radicado 
110016000049201308510.”4 (Énfasis suplido) 

 

IV. EL CASO CONCRETO 

 

Con base en lo hasta aquí expuesto, es menester determinar si el término previsto 

en el parágrafo primero del artículo 175 del Código de Procedimiento Penal (que, 

además, fue superado ampliamente en este caso) era un plazo razonable para que 

la FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA UNIDAD CONTRA LA FE 

PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y OTROS, tomara una 

decisión de fondo sobre la indagación preliminar de radicado 080016001257-2015-

00726, donde mi representada funge como indiciada. Para responder el 

planteamiento anterior se presentará el siguiente cuadro: 

 

Criterio de la Corte 

Interamericana de 

Derechos Humanos y de la 

Honorable Corte 

Constitucional 

Situación fáctica del caso concreto 

1. La complejidad del 

asunto 

Respecto de estos dos criterios, conforme se 

expresó en el acápite fáctico de esta tutela, esta 

defensa ha tenido una actitud proactiva durante la 

indagación preliminar. Tanto así que, desde el 

inició se aportaron todos los elementos materiales 

probatorios que evidencian la inexistencia y 

atipicidad de los delitos endilgados. De 

conformidad con los elementos e información 

aportada por esta representación la delegada fiscal 

cuenta con los elementos materiales probatorios 

suficientes con los cuales queda claro que la 

2. La actividad procesal del 

interesado-si realizó 

actuaciones que 

contribuyeran a tomar la 

decisión. 

 
4 ANEXO 4 – Sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal, Rad. 

110012204000202300942 00  
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señora SORAYA CORZO PINTO no incurrió en la 

realización de ningún tipo penal. Si bien es cierto 

que el asunto conocido por la Fiscalía 45 seccional 

puede llegar a ser algo complejo, esta defensa ha 

prestado toda la colaboración para esclarecer la 

situación denunciada y, además, el ente acusador 

ha contado con bastante tiempo para realizar otras 

actividades investigativas que le permitieran tomar 

la decisión de fondo.  

3. La conducta de las 

autoridades judiciales y 

su interés en el proceso  

Por el contrario, y como se evidenció en el primer 

capítulo de esta acción, la Fiscalía 45 seccional, no 

ha mostrado ningún interés en el caso que nos 

ocupa, lo cual queda evidenciado con el paso del 

tiempo sin que haya resultados, tanto así que el 

suscrito se ha visto en la obligación de elevar esta 

acción constitucional. Aunado a este punto, si el 

ente acusador hubiera sido un poco más diligente 

hubiera podido tomar la decisión que en derecho 

corresponde en los casi 10 años que han 

transcurrido desde la noticia criminal.  

4. La afectación generada 

en la situación jurídica de 

la persona involucrada en 

el proceso-la afectación 

generada con la omisión. 

Finalmente, es de vital importancia recordar que, 

mi representada se encuentra subjudice desde el 

año  2015, generado, de esta forma, una condición 

de inseguridad jurídica por un tiempo bastante 

considerable.  

 

En conclusión, el plazo de dos años (ampliado por otros 7 por el ente acusador) 

establecido en la norma en comento era un plazo razonable, conforme a las 

circunstancias particulares del proceso, para que la Fiscalía General de la Nación, y 

su delegada 45 seccional, tomará la decisión que en derecho corresponde, la cual, a 

los ojos del suscrito, no debería ser otra que archivar la indagación preliminar 

referida.  

 

Teniendo claro lo anterior, debemos entrar a determinar si el despacho incurrió o no 

en mora judicial injustificada para lo cual se acudirá al siguiente cuadro explicativo:  

 

Criterios de la Honorable 

Corte Constitucional para 

determinar la mora judicial 

injustificada 

Situación fáctica del caso concreto 

1. Que el funcionario 

judicial no adopte una 

decisión de fondo en el 

Como ya se estableció, el plazo razonable de esta 

actuación corresponde al establecido en el 

parágrafo primero del artículo 175 del Código de 
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término establecido en la 

ley. 

Procedimiento Penal que establece: “La Fiscalía 
tendrá un término máximo de dos años contados a 
partir de la recepción de la noticia criminis para 
formular imputación u ordenar motivadamente el 
archivo de la indagación”. Ahora bien, la denuncia 

se presentó en 2015 y, a la fecha, junio de 2023, la 

fiscalía 45 seccional no ha tomado ninguna decisión 

de fondo, ergo, no se cumplió con el término 

establecido en la ley para tomar la decisión. Si bien 

esta defensa reconoce que este tipo de casos 

pueden tener una complejidad mayor, también es 

cierto que han transcurrido casi 10 años lo cual es 

más que suficiente para realizar y perfeccionar 

cualquier tipo de investigación.  

2. Que no exista un motivo 

razonable que explique la 

tardanza. 

Sobre este punto en particular, los motivos de la 

fiscalía para no tomar una decisión de fondo han 

constado en la alta carga laboral y la falta de 

elementos materiales probatorios suficientes para 

tomar una decisión de fondo. Sin embargo, tal y 

como lo ha establecido la jurisprudencia nacional, 

la ineficiencia o ineficacia de la judicatura no es una 

excusa razonable para fundamentar la omisión.  

3. Que el retardo sea 

imputable a la 

negligencia u omisión 

del funcionario en el 

cumplimiento de sus 

funciones.  

Aunado al punto anterior, es claro que gracias a la 

falta de organización y diligencia de la accionada no 

se ha podido adoptar la decisión que en derecho 

corresponde, pues un despacho diligente, contando 

con todos los elementos materiales probatorios 

aportados por esta defensa y realizando pocas 

actividades investigativas adicionales, hubiera 

podido adoptar una decisión de fondo en el caso 

concreto.   

Adicionalmente, y según lo establecido por la Corte 

Constitucional, el ente acusador nunca brindo 

explicaciones razonables sobre el retardo y 

tampoco adujo los mecanismos que implementaría 

para subsanar la situación, dando a entender que 

no tenía planeado hacerlo.  

En conclusión, la FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA UNIDAD 

CONTRA LA FE PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y 

OTROS, vulneró los derechos fundamentales de petición, debido proceso y acceso a 

la administración de justicia de la ciudadana SORAYA CORZO PINTO, toda vez que, 

(i) no dio respuesta al derecho de petición presentado el 14 de marzo de 2023 y (ii) 

incurrió en mora judicial injustificada al no tomar una decisión de fondo sobre la 
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indagación preliminar identificada con radicado 080016001257-2015-00726 dentro 

del término previsto en el artículo 175 del Código de Procedimiento Penal. Lo 

anterior, atendiendo a la inexistencia de un motivo razonable que justificara la 

tardanza y, además, entendiendo que el retardo se generó por la negligencia de los 

funcionarios.  

 

V. SOLICITUD CONCRETA 

 

En mérito de lo expuesto, se le solicita de manera respetuosa al Juez Constitucional: 

 

PRINCIPALES:  

 

1. Ordenar a la FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA UNIDAD 

CONTRA LA FE PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y 

OTROS que responda el derecho de petición elevado el 14 de marzo de 2023.  

 

2. Ordenar a la FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA UNIDAD 

CONTRA LA FE PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y 

OTROS que resuelva el asunto en el término perentorio que la judicatura fije.  

 

SUBSIDIARIA:  

 

Ordenar a la FISCALÍA 45 SECCIONAL DE BARRANQUILLA DE LA UNIDAD CONTRA 

LA FE PÚBLICA, PATRI. ECONÓMICO, ORDEN ECONÓMICO SOCIAL Y OTROS que 

observe con diligencia los términos legales, dándole prioridad a la resolución del 

asunto.  

 

VI. RÉGIMEN NORMATIVO 

 

Fundamento esta acción de tutela en los artículos 1, 23 y 86 de la Constitución 

Política de Colombia de 1991 y sus decretos reglamentarios 2591 de 1991 y 306 de 

1992, la ley 1437 de 2011 y la Ley Estatutaria 1755 de 2015. Esto, sin perjuicio de los 

demás que usted, señor juez, considere pertinentes. 

 

VII. COMPETENCIA 

 

Es competente la Sala Penal del H. Tribunal Superior de Barranquilla para conocer 

del asunto, de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 333 de 2021. 

 

“ARTÍCULO  2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los 

efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, 

conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con 

jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare 
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la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, 

conforme a las siguientes reglas: 

 

(…) 

 
4. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones de los 

Fiscales y Procuradores serán repartidas, para su conocimiento 

en primera instancia, al respectivo superior funcional de la 

autoridad judicial ante quien intervienen. Para el caso de los 

Fiscales que intervienen ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán 

en primera instancia y a prevención, los Tribunales Superiores de 

Distrito Judicial o las Salas Disciplinarias de los Consejos 

Seccionales de la Judicatura. Para el caso de los Procuradores que 

intervienen ante Tribunales o Altas Cortes, conocerán en primera 

instancia y a prevención, los Tribunales Administrativos o las Salas 

Disciplinarias de los Consejos Seccionales. 

 

VIII. JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no he instaurado otra acción de tutela 

con fundamento en los mismos hechos y derechos. 

 

IX. ANEXOS 

 

Para dotar de sustento la presente acción, adjunto:  

 

1. Poder especial. 

2. Derechos de petición solicitando el archivo  

3. Derecho de Petición presentado el 14 de marzo de 2023 

4. Sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal, Rad. 

110012204000202300942 00  

 

X. COMUNICACIONES 

 

Las recibiré en la Carrera 16A No. 79-48, piso 7 de Bogotá D.C., correo electrónico 

contacto@deaa.com.co  

 

Cordialmente,  

 

 

DAVID ESPINOSA ACUÑA 

C.C. 11.202.888 

T.P. 134.189 

mailto:contacto@deaa.com.co
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República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
Sala Penal 

 

Bogotá D. C., once (11) de abril de dos mil veintitrés (2023) 

  

Radicación: 110012204000202300942 00 

Procedencia: Secretaría sala penal  

Accionante: Alan Perlman Katz 

Accionado: Fiscalía 169 Seccional de Bogotá  

Motivo:  Acción de tutela 

Aprobado Acta: 055 

Decisión:  Concede 

Mag. Ponente: José Joaquín Urbano Martínez 

 

 

I. Motivo de pronunciamiento 

 

La corporación decide la acción de tutela interpuesta por Alan Perlman 

Katz, mediante apoderado judicial, en contra de la Fiscalía 169 

Seccional de Bogotá. 

 

II. Antecedentes 

 

1. La demanda. Alan Perlman Katz, mediante apoderado judicial, 

instauró acción de tutela en contra de la Fiscalía 169 Seccional de 

Bogotá porque consideró vulnerado su derecho fundamental de 

petición.   

 

Expuso que es indiciado en la investigación con CUI 

No.110016000049201308510, la cual ha estado activa desde hace 10 

años y actualmente está asignada al despacho accionado. En múltiples 

ocasiones ha presentado peticiones en las que solicita el archivo de la 

actuación, dado que los hechos que se investigan son atípicos. Sin 

embargo, aunque la última solicitud la realizó el 14 de febrero de 2023, 

a la fecha no ha recibido respuesta. 
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Por este motivo, considera vulnerado su derecho fundamental de 

petición y solicitó al tribunal ordenar a la fiscalía demandada que 

responda de fondo la solicitud del 14 de febrero de 2023. 

 

2. El trámite. El 23 de marzo de 2023 la corporación avocó 

conocimiento y corrió traslado de la demanda a la Fiscalía 169 Seccional 

y vinculó a la Dirección Seccional de Fiscalías de Bogotá.  

 

3. Las respuestas. Fueron las siguientes: 

 

a. La Dirección Seccional de Fiscalías de Bogotá indicó que el asunto 

compete resolverlo a la fiscalía demandada y por ello corrió traslado de 

la demanda constitucional a la Jefatura del Equipo de Trabajo de Fe 

Pública y Orden Económico. 

 

b. La fiscal 169 Seccional encargada contestó que la indagación con CUI 

110016000049201308510 fue asignada a ese despacho desde el 19 de 

julio de 2018 y ella es titular de este desde el 5 de febrero de 2022.  

 

De otra parte, precisó que la investigación se originó con la denuncia 

que interpuso el apoderado judicial del banco Davivienda, el 24 de junio 

de 2013, en contra del accionante y 31 personas más. 

 

Igualmente, indicó que, recibió la solicitud de archivo de la indagación 

a la que hace referencia la acción de tutela y la respondió mediante 

memorial del 27 de marzo de 2023. Sin embargo, aclaró que la solicitud 

del actor no corresponde a una petición administrativa, sino que 

demanda la actuación jurisdiccional de esa autoridad, de modo que, 

solicitó al tribunal negar el amparo constitucional. 

 

En la respuesta aludida, se observa que la accionada le comunicó al 

actor que está a la espera de los resultados de unas órdenes a policía 

judicial que libró desde diciembre de 2022 para tomar la decisión de 

formular imputación o archivar la actuación. Asimismo, resaltó que el 

término previsto en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004 no es de 
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estricto cumplimiento, pues deben prevalecer los derechos de las 

víctimas. 

 

III. Consideraciones 

 

1. La acción de tutela está prevista en el artículo 86 de la Constitución, 

como un mecanismo de carácter extraordinario y expedito, por medio 

del cual toda persona puede demandar ante los jueces la protección 

inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad. El amparo constitucional procede siempre que la persona 

afectada no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

2. Los derechos fundamentales invocados. De la revisión del proceso, 

el tribunal advierte que la protección solicitada por solicitada por Alan 

Perlman Katz, mediante apoderado, se circunscribe a sus derechos 

fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de 

justicia, comoquiera que la jurisprudencia1 ha precisado, que son 

dichas garantías las que resultan afectadas ante la ausencia de trámite 

por parte de las autoridades judiciales o los delegados de la fiscalía 

sobre los asuntos a su cargo. 

 

a. El debido proceso está previsto en el artículo 29 de la CP y ha sido 

definido por la Corte Constitucional como la obligación de quien asume 

la dirección de una actuación judicial o administrativa, de observar, en 

todos sus actos, el procedimiento previamente establecido en la ley o en 

los reglamentos. Ello con el objeto de preservar las garantías de quienes 

se encuentran incursos en una relación jurídica, en todos aquellos 

casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o 

extinción de un derecho o a la imposición de una sanción. 

 

De esta manera, tal corporación lo ha definido como “el conjunto de 

garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia T-394 de 2018 y Corte Suprema de Justicia. Sala de Decisión de Tutelas. 
Sentencia del 21 de abril de 2022 Radicado.123011, entre otras. 
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busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o 

administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y 

se logre la aplicación correcta de la justicia”2. 

 

En ese orden, se entiende que el debido proceso está íntimamente ligado 

con el principio de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del 

poder público. Por ende y en virtud del derecho aludido, las autoridades 

estatales no pueden actuar en forma omnímoda, sino dentro del marco 

jurídico definido en la ley, respetando las formas propias de cada juicio 

y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que garantizan a las 

personas el ejercicio pleno de sus derechos.  

 

b. De otra parte, la garantía fundamental aludida se vincula con el 

derecho al acceso a la administración de justicia –artículo 229 CP-, 

ya que en criterio de la Corte Constitucional constituye un “derecho 

medular”, es la garantía real y efectiva que el Estado le ofrece a las 

personas de poder acudir ante un juez a resolver las controversias que 

se susciten con otros individuos, organizaciones y con el mismo Estado, 

con el fin de "...obtener una resolución motivada, ajustada a derecho, y 

dictada de conformidad con el procedimiento y las garantías 

constitucionales previstas en la Constitución y en la ley"3. 

 

En este orden, el debido proceso y el acceso a la administración de 

justicia tienen como propósito específico “la defensa y preservación del 

valor material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales del 

Estado, como la preservación de la convivencia social y la protección de 

todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y 

demás derechos y libertades públicas (preámbulo y artículos 1° y 2° de 

la C.P)”4. 

 

3. El caso concreto. Alan Perlman Katz considera vulnerados sus 

derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la 

administración de justicia porque la Fiscalía 169 Seccional no ha 

resuelto de fondo su solicitud de archivo. 

 

 
2 Corte Constitucional, sentencia C-980 de 2010 
3 Corte Constitucional, sentencias T-231 de 1994 y T-242 de 1999. 
4 Corte Constitucional, sentencia C-980 de 2010.  
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4. Puestas, así las cosas, y con base en los documentos que obran en la 

actuación, la sala está ante los siguientes hechos: 

 

a. El 24 de junio de 2013, el apoderado judicial del banco Davivienda 

informó a la fiscalía de unos hechos presuntamente delictivos en los 

cuales, al parecer, estarían involucrados el accionante y otras 31 

personas más. 

 

b. El 19 de julio de 2018 a la Fiscalía 169 Seccional se le asignó la 

indagación. 

 

c. Desde el 5 de febrero de 2022, Deyanira Bautista Peña funge como 

fiscal 169 Seccional. 

 

d. El 18 de marzo de 2022 y el 14 de febrero de 2023, el apoderado de 

Alan pidió a aquella el archivo de las diligencias dentro del radicado No. 

110016000049201308510. 

 

e. El 7 de diciembre de 2022, la fiscal accionada libró orden a la policía 

judicial en la que solicitó realizar búsquedas selectivas en las bases de 

datos de acceso público con relación a 33 personas para lograr su 

ubicación y citarlas a diligencias de declaración jurada. Así mismo, 

solicitó realizar inspección al banco Davivienda con el objetivo de 

obtener la documentación original que entregaron esas personas para 

solicitar créditos por libranza y cuáles se solicitaron por la empresa 

Neostar de Colombia S.A.S. 

 

f. El 27 de marzo de 2023 la accionada contestó que está a la espera del 

resultado de esa orden a policía judicial para determinar si formula 

imputación o si archiva la actuación.  

 

5. Ante este panorama, el tribunal advierte que la Fiscalía 169 Seccional 

está vulnerando los derechos fundamentales al debido proceso y al 

acceso a la administración de justicia del demandante, pues a pesar de 

que la denuncia se interpuso hace casi diez años no se ha tomado 

ninguna decisión dentro del caso.  
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6. De acuerdo con la Ley 906 de 2004, el ente acusador deberá archivar 

las indagaciones cuando: tenga conocimiento de un hecho respecto del 

cual constate que no existen motivos o circunstancias que permitan su 

caracterización como delito5; el querellante, antes de la audiencia de 

juicio oral, desista libremente de la querella6; o exista acuerdo 

conciliatorio entre las partes en los delitos querellables7. Así, las cosas 

la solitud de archivo se ciñe a las reglas propias del proceso penal y no 

a las normas que regulan el derecho de petición del CPACA; el 

funcionario deberá decidir los asuntos en un término razonable. 

 

7. En este orden, el tribunal encuentra que no es razonable que una 

indagación iniciada en el 2013 no haya sido resuelta. Es cierto que el 

asunto ha sido conocido por varias fiscalías delegadas, que la carga 

laboral del despacho demandado es alta y que la temática del asunto 

comporta cierta complejidad, además de que la denuncia se dirigió 

contra un grupo significativo de personas y todo ello ha influido en la 

mora. Sin embargo, desde hace casi siete años se sobrepasó el término 

de tres años previsto en el artículo 175 del CPP y el accionante no tiene 

el deber legal de soportar dichas cargas administrativas, menos por un 

lapso tan prolongado. 

 

8. Las circunstancias descritas, han afectado negativamente la garantía 

del actor de que su situación la resuelva un funcionario competente en 

un término razonable y, con ello, lo han mantenido en una condición 

de inseguridad jurídica por un tiempo bastante considerable. 

 

En consecuencia, el tribunal ordenará a la fiscalía accionada que, si 

aún no lo ha hecho, en el término de 3 meses, contados a partir de la 

notificación de esta providencia, tome una decisión de fondo, bien sea 

formulando imputación, disponiendo el archivo de la actuación o 

solicitando la preclusión de la investigación de radicado 

110016000049201308510. 

 

9. El tribunal aclara que la orden dada no implica que deba accederse 

a la solicitud de archivo del actor, sino que la fiscalía accionada tome 

 
5 Artículo 79 de la Ley 906 de 2004. 
6 Artículo 76 de la Ley 906 de 2004. 
7 Inciso 2° del artículo 522 de la Ley 906 de 2004. 
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una decisión de fondo con base en los elementos de juicio que tenga a 

su disposición. 

 

IV. Decisión 

 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, 

Sala de Decisión, administrando justicia en nombre de la República y 

por autoridad de la ley,  

 

Resuelve: 

 

Primero. Conceder el amparo constitucional de los derechos 

fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de 

justicia de Alan Pearlman Katz. 

 

Segundo. Ordenar a la Fiscalía 169 Seccional de Bogotá que, si aún no 

lo ha hecho, en el término de 3 meses, contados a partir de la 

notificación de esta providencia, tome una decisión de fondo, bien sea 

formulando imputación, disponiendo el archivo de la actuación o 

solicitando la preclusión de la investigación de radicado 

110016000049201308510. 

 

Tercero. En aplicación del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, de no 

ser impugnado el presente fallo, remítase a la Corte Constitucional para 

su eventual revisión. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

Los magistrados, 

 

José Joaquín Urbano Martínez 
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      Ramiro Riaño Riaño 
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